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Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 07 de Madrid 
C/ Gran Vía, 19 , Planta 1 - 28013 

45029750 

NIG: 28.079.00.3-2020/0025042 

Procedimiento Abreviado 461/2020  
Demandante/s:  D./Dña. ARTURO OJER PIZANO 

LETRADO D./Dña. ROBERTO RUIZ CASAS, CL/ IBIZA, 35, 6º C, C.P.:28009 Madrid 

(Madrid) 

Demandado/s: AYUNTAMIENTO DE RIVAS VACIAMADRID 

PROCURADOR D./Dña. JACOBO GANDARILLAS MARTOS 

 

 

 

 

S E N T E N C I A   Nº 281/2021 

 

 

En Madrid a 16 de septiembre de 2021.  

  

El Ilmo. Sr. D. Carlos Sánchez Sanz, Magistrado Juez titular del Juzgado de lo 

Contencioso Administrativo nº 7 de Madrid ha visto los presentes autos de procedimiento 

abreviado seguidos en este Juzgado con el número arriba referenciado entre las siguientes 

partes:  

 

DEMANDANTE: ARTURO OJER PIZANO. Esta parte ha actuado en este 

procedimiento representada y defendida por el Letrado Sr. Gil Alonso según se ha 

acreditado en el momento procesal oportuno. 

 

ADMINISTRACIÓN DEMANDADA: 

 

EXCMO. AYUNTAMIENTO DE RIVAS VACIAMADRID representado por el 

Procurador de los Tribunales Sr.  De Gandarillas Martos y defendida por el Letrado Sr. 

Martín González según se ha acreditado oportunamente. 

 

ACTUACIÓN RECURRIDA: Resolución del Alcalde-Presidente del 

Ayuntamiento de Rivas Vaciamadrid, de fecha 30 de Noviembre de 2020.  
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 Y dicta, en nombre de S.M. El Rey, la presente sentencia con base en los siguientes  

 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

 

PRIMERO.- Turnado a este Juzgado el escrito de demanda interponiendo el recurso 

contencioso-administrativo contra la resolución indicada en el encabezamiento de esta 

sentencia, fue admitida a trámite, solicitando el expediente administrativo, mandando 

emplazar a las partes y señalando el día y la hora para la celebración de la vista oral prevista 

en el artículo 78 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 

Contencioso-Administrativa. 

En síntesis, se expone en la demanda que el día 13 de marzo de 2020 el recurrente 

envió un correo electrónico interno (por efectuarse dentro del mailing existente de personal 

del Ayuntamiento de Rivas Vaciamadrid), en el que efectuaba una serie de valoraciones 

sobre la situación de pandemia y las medidas y condiciones en las que tenía que prestar 

servicio el Cuerpo de Policía Local. Este hecho dio lugar a la incoación, mediante 

resolución del Concejal Delegado de Organización y Función Pública del Ayuntamiento de 

Rivas Vaciamadrid de fecha 9 de Julio de 2020, de expediente disciplinario frente al 

recurrente como presunto autor de una falta muy grave, tipificada en el artículo 7, apartado 

e), dos faltas graves, concretamente las tipificadas en el artículo 8, apartados a) y s), y una 

falta leve, tipificada en el artículo 9, apartado 9, todas ellas de la LO 4/2010, de 20 de mayo, 

del Régimen Disciplinario del Cuerpo Nacional de Policía, aplicable a los Cuerpos de 

Policía Local en virtud de su Disposición Final Sexta. Dicho expediente concluyó con la 

resolución sancionadora que se impugna.  

Se invoca falta de tipicidad. La presunta infracción viene originada a consecuencia de 

en fecha 13 de marzo de 2020 haber enviado un correo electrónico masivo llegando a más de 

700 personas, personal del Ayuntamiento de Rivas Vaciamadrid, con el texto anteriormente 

trascrito en los hechos, donde supuestamente se vierten calificativos despectivos a sus 

superiores, no se respetan las normas de utilización de los medios informáticos del 

Ayuntamiento y se comete una insubordinación respecto de las órdenes de sus superiores.  

 Se invoca también vulneración del principio de proporcionalidad en la imposición de 

las sanciones.  
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Se pide la nulidad de la resolución.  

 

SEGUNDO.- Al acto de la vista acuden las partes debidamente representadas y 

asistidas por sus letrados, que realizan una exposición detallada de sus pretensiones y de los 

fundamentos jurídicos en los que las apoyan.  

Por la parte demandada se ratificó en la resolución administrativa, incidiendo en la 

gravedad de la actuación del demandante dada su condición de policía al mando. El actor se 

presenta en el escrito remitido como oficial. No se ha retractado ni ha pedido disculpas por 

el envío. Sabía que se estaba dirigiendo a todos los trabajadores y a los agentes de la Policía 

Local. Era consciente que se le podía sancionar. Se basa en falsedades, no se pretendía en 

ningún momento prohibir el uso de mascarillas, es más, se repartieron ese mismo día. Se 

estaba propiciando la insubordinación.  

No se ha vulnerado la tipicidad, tampoco la proporcionalidad habida cuenta que se 

han empleado falsedades, el hecho sucede el día de la declaración de emergencia, no se 

cuenta con el jefe inmediato, se critica y veja a las autoridades, se usa un medio de 

comunicación masiva destinado a enviar órdenes de servicio.  

La segunda infracción grave también está acreditada. Respecto a la emisión de 

informes, no existía prohibición del uso de mascarillas, no se acreditan los hechos; el actor 

no era representante sindical.  

 

 TERCERO.- Durante la celebración de la vista oral se ha practicado prueba 

documental con el resultado que consta en el acta correspondiente. La cuantía fue fijada en 

indeterminada. 

 

 CUARTO.- Terminada la práctica de las pruebas admitidas, las partes han 

formulado conclusiones orales valorando el resultado de las pruebas practicadas en relación 

con el asunto que se enjuicia y las pretensiones que sobre el mismo ejercen. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

 

PRIMERO.- El asunto que se enjuicia corresponde al orden jurisdiccional 

Contencioso-Administrativo por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1 de la LJCA 

siendo competente para su conocimiento este Juzgado conforme se dispone en el artículo 8 

en relación con el artículo 14 de la misma. 

 

SEGUNDO.- Versa el presente pleito sobre las posibles responsabilidades en las que 

incurrió el actor como consecuencia de la remisión de un correo electrónico cuyo tenor 

literal es el siguiente: “Hola buenos días. Soy el oficial Arturo y hay que decir que la gestión 

municipal con el coronavirus y miembros de la Policía Local es penosa. Hay un gabinete de 

crisis que se ha tomado a cachondeo la solicitud por parte de los policías de equipos de 

protección individual, se reía una concejala y un director asignado a dedo, que desconoce la 

enfermedad y no está en la calle. Que sepan que los hospitales están colapsados, facultativos 

infectados e ingresados, y los policías locales de Rivas, debe ser por el traje azul de 

Superman que llevamos puesto, que les debe proteger, aun cuando los facultativos llevan 

trajes que les hace trabajar con dificultad.  

¡¡¡No se puede prohibir que los policías trabajen con mascarillas, y yo como mando 

no lo voy a prohibir, no pueden decir el comité de crisis que crea alarma social, hable Vd., 

con los facultativos de hospitales a ver qué le dicen!!!! Que por cierto han salido pidiendo 

que se queden en casa.  

Aprovecho para decir a los policías locales que estamos en la calle, que no 

abandonen el barco, salvo que estén enfermos, es un momento difícil, pero tenemos que 

estar en estos momentos difíciles, aunque no nos quieran, nos pongan pegas para 

reclasificarnos, seamos policías solo para lo malo…es momento que los trabajadores que no 

sean esenciales se vayan a casa y se queden allí.  

Es un escrito desde la sinceridad de un trabajador municipal, en este momento 

muchos más, necesitamos medios.  

Seguramente es un escrito que pueda llevar alguna medida disciplinaria, pero 

sinceramente, la vida de los policías, funcionarios municipales y vecinos está por encima de 

siglas, políticos, y cargos y cargas municipales”.  
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 Este correo fue mandado por el actor el día trece de marzo de 2020 dentro del 

mailing existente de personal del Ayuntamiento de Rivas Vaciamadrid. El demandante es 

policía local de dicho Ayuntamiento.  

 A consecuencia de este hecho fue sancionado por una falta muy grave y tres graves. 

En concreto:  

- Por una falta muy grave del art. 7.e LO 4/2010 (“La insubordinación individual o 

colectiva, respecto a las Autoridades o mandos de que dependan”) a una sanción 

de suspensión de funciones de tres años (art. 10.1.b). 

- Por una falta grave del art. 8.a (“La grave desconsideración con los superiores, 

compañeros, subordinados o ciudadanos, en el ejercicio de sus funciones o 

cuando cause descrédito notorio a la Institución Policial”) a una sanción de 

suspensión de funciones por cuarenta y cinco días.  

- Por una falta grave del art. 8.s (“Emplear, o autorizar la utilización para usos no 

relacionados con el servicio o con ocasión de este, o sin que medie causa 

justificada, de medios o recursos inherentes a la función policial”) la sanción de 

suspensión de funciones por cuarenta y cinco días.  

- Por una falta grave del art. 8.i (“La emisión de informes sobre asuntos de servicio 

que, sin faltar abiertamente a la verdad, la desnaturalicen, valiéndose de 

términos ambiguos, confusos o tendenciosos, o la alteren mediante inexactitudes, 

cuando se cause perjuicio a la Administración o a los ciudadanos, siempre que 

el hecho no constituya delito o falta muy grave”) una sanción de suspensión de 

funciones  por cuarenta y cinco días.  

 

TERCERO.- La actora discute en la demanda la tipicidad de los hechos. Debe 

analizarse en consecuencia el contenido del correo para ponerlo en relación con cada uno de 

los tipos sancionadores, pues como dice la STSJM de 2 de octubre de 2020 (re. 1150/2018), 

el principio de tipicidad exige la comprobación de que el hecho imputado esté previsto en 

una disposición normativa como objeto de sanción, de modo que la fiscalización 

Jurisdiccional, cuando se trata de controlar la tipicidad, impone el contraste entre la 

descripción que en la norma conste y los hechos que en la resolución administrativa se 

sancionan, a fin de determinar si los mismos tienen adecuado encaje en aquella descripción 

típica y suponen, además, una quiebra del bien jurídico que en la misma se pretende 

salvaguardar o proteger.  
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Comenzando por la falta muy grave del art. 7.e LO 4/2010 (“La insubordinación 

individual o colectiva, respecto a las Autoridades o mandos de que dependan”), la STSJM 

de 26 de febrero de 2018, re. 822/2016, hace las siguientes consideraciones sobre esta falta:  

 

el análisis de la tipicidad habremos de efectuarlo desde la dicción literal del precepto 

reseñado, puesto en relación con las específicas obligaciones y deberes que a los miembros 

del Cuerpo Nacional de Policía impone la normativa por la que los mismos se rigen, en este 

caso el Reglamento Orgánico de Policía Gubernativa aprobado por Real Decreto 2038/1975, 

de 17 de Julio, así como la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de Marzo, de Fuerzas y Cuerpo de 

Seguridad. El meritado Reglamento, y en sus artículos 181, 184  185 y 191 obliga a los 

miembros del Cuerpo antedicho al fiel desempeño de sus funciones, a colaborar lealmente 

con los jefes y compañeros, a cooperar al mejoramiento de los servicios, al respeto y 

obediencia a las autoridades y superiores jerárquicos, a observar en todo momento una 

conducta de máximo decoro y a mantener unas relaciones con superiores e inferiores 

jerárquicos respetuosas y cordiales. Por su parte el artículo 5 de la Ley Orgánica 2/1986, de 

13 de marzo, establece como principios básicos de actuación de los miembros de las Fuerzas 

y Cuerpos de Seguridad, y entre otros, el sujetarse, en su actuación profesional, a los 

principios de jerarquía y subordinación y el actuar con integridad y dignidad.  

El tipo de referencia contempla, ciertamente, los dos conceptos jurídicos 

indeterminados descritos, utilización que, como ya dijimos, no supone la quiebra del principio 

de legalidad, siempre que la concreción del concepto sea razonablemente factible en virtud de 

criterios técnicos o de experiencia que permitan prever, con suficiente seguridad, la 

naturaleza y las características esenciales de las conductas constitutivas de la infracción 

tipificada. Ello exige indagar respecto a su significación en el caso concreto ya que, como es 

sabido, un concepto jurídico indeterminado, en cuanto tal, únicamente admite una solución 

justa en cada caso concreto, habiendo de ser hallada la misma desde una actitud de equilibrio, 

ponderación y cautela. La prudencia y moderación es, en estos casos, más importante, ya que 

la consecuencia de la interpretación a realizar puede concluir en la imposición de una sanción 

grave a un funcionario, es decir que comporta un reproche o desvalor importante frente a 

otras infracciones que se contemplan para los mismos en nuestro ordenamiento jurídico, por 

lo que la fiscalización jurisdiccional ha de valorar si el acto administrativo ha interpretado 

adecuadamente los referidos conceptos, inicialmente indefinidos en la formulación legal, pero 

que remiten a una única solución jurídica posible, y para cuya apreciación no es 

absolutamente libre la Administración en base a criterios de oportunidad, sino que debe 

actuar de manera reglada en función de los presupuestos fácticos determinantes. 

Pues bien, de acuerdo con la jurisprudencia - SSTS de 13 de marzo de 1992 , recurso 

apelación núm. 3.173/1990, de 31 de marzo de 2006 , recaída en el recurso de casación núm. 

3679/2000 , entre otras-, la insubordinación se halla definida como sublevación individual a 

una orden emanada de la autoridad superior, o como comportamiento contumaz de alzarse 

L
a 

au
te

nt
ic

id
ad

 d
e 

es
te

 d
oc

um
en

to
 s

e 
pu

ed
e 

co
m

pr
ob

ar
 e

n 
  w

w
w

.m
ad

ri
d.

or
g/

co
ve

m
ed

ia
nt

e 
el

 s
ig

ui
en

te
 c

ód
ig

o 
se

gu
ro

 d
e 

ve
ri

fi
ca

ci
ón

: 
09

45
69

94
01

49
55

92
78

03
22



 

Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 07 de Madrid - Procedimiento Abreviado - 461/2020 7 / 15 

frente a una orden recibida del mando, que no se circunscribe a una desobediencia puntual y 

concreta, sino que su actitud se prolonga en el tiempo quebrando los principios de jerarquía, 

autoridad y correlativa subordinación a las órdenes recibidas de los órganos superiores.  

En este sentido, hemos de considerar que la actitud del recurrente, de clara 

resistencia contumaz a la orden recibida, que pretende manifestar su desacuerdo a la misma, y 

que revela una clara intención de incumplirla, personándose en el lugar de trabajo uniformado 

y en un turno que sabe no le corresponde, provocando una situación de tensión con su actitud 

violenta y agresiva. 

Estas consideraciones son suficientes para afirmar que los hechos reprochados al 

actor se hallan debidamente tipificados a través de la conducta descrita en el apartado e) del 

artículo 7 de la Ley Orgánica 4/2010, de 20 de mayo, de Régimen Disciplinario del Cuerpo 

Nacional de Policía .  

 

En el pliego de cargos se concreta la insubordinación en el hecho de haber 

manifestado que no iba a prohibir el uso de mascarillas a los agentes de la Policía Local. En 

el pliego (folios 47 y 48 EA) se indica que el demandante manifestó en su declaración que 

cuando dijo que estaba dispuesto a no prohibir el uso de la mascarilla, era una forma de 

hablar o de utilizar el lenguaje, indicando el instructor que “apreciando un comportamiento 

cuanto menos irregular e indisciplinado del funcionario, mando de la Policía Local, que 

cuestiona de antemano cualquier orden que se pudiera adoptar por parte de sus superiores en 

relación al uso de los equipos de protección individual y de la regulación que sobre los 

mismos se dictará posteriormente por la superioridad”. Añade el instructor que en la mañana 

del día 13 de marzo de 2020 se repartieron equipos de protección a toda la plantilla, 

reconociendo el demandante que no había orden tácita ni expresa en el sentido de prohibir 

que los policías trabajen con mascarillas, lo que a criterio del instructor supone la difusión 

de una falsedad que supone un importante descrédito al Ayuntamiento y a la institución 

policial.  

Se indica a continuación que el demandante reconoció que no existía una orden 

expresa en el sentido de prohibir el uso de las mascarillas y que lo que se pretendía con esa 

afirmación era conseguir medios de protección para los agentes. Añade el instructor que “de 

esta manifestación se desprende una tendencia clara y manifiesta predisposición y difusión 

pública a la insubordinación de las futuras órdenes emanadas de la superioridad y de los 

protocolos que posteriormente fueron dictados desde la Jefatura inmediata del Cuerpo de la 

Policía Local, que influyen en el resto de mandos y subordinados receptores del escrito del 

inculpado”.  
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 En la propuesta de resolución (folios 144 y ss. EA) se expuso que el demandante 

expresó claramente su intención de no cumplir las órdenes, debiendo haber utilizado los 

medios pertinentes para su queja, indicando que se creó una alarma innecesaria con el correo 

(folio 153 EA), añadiendo diversas consideraciones sobre el principio de jerarquía. Más 

adelante concreta la imputación de la falta muy grave en el contenido que expone en el 

correo de no acatar las órdenes si se llegara a prohibir la utilización de las mascarillas por 

parte de los agentes (folio 163). La resolución reproduce estas alegaciones (folio 209). 

 

 CUARTO.- A la vista de las anteriores consideraciones entiendo que debe prosperar 

el recurso respecto a la tipicidad de la falta muy grave. He indicado que la Jurisprudencia 

hace una llamada a la prudencia y a la moderación en la interpretación y aplicación de los 

conceptos jurídicos indeterminados. También he recogido que para hablar de 

insubordinación hemos de estar ante una “sublevación individual a una orden emanada de la 

autoridad superior, o como comportamiento contumaz de alzarse frente a una orden recibida 

del mando, que no se circunscribe a una desobediencia puntual y concreta, sino que su 

actitud se prolonga en el tiempo quebrando los principios de jerarquía, autoridad y 

correlativa subordinación a las órdenes recibidas de los órganos superiores”. Pues bien, en 

este caso no puede haber insubordinación por el simple hecho que no hubo una orden como 

tal en el sentido de prohibir el uso de las mascarillas a los agentes de la Policía Local. Este 

hecho fue reconocido por el mismo demandante. Luego si no hubo orden, mal se puede 

desobedecer y menos aún de forma contumaz y de manera prolongada en el tiempo. La 

conducta del demandante puede ser objeto de otros reproches, como seguidamente analizaré, 

pero en modo alguno puede considerarse una insubordinación en el sentido que se da a esta 

conducta en la Ley y en la Jurisprudencia. Debe en consecuencia estimarse la demanda en 

este punto.  

 

 QUINTO.- La segunda falta por la que se sanciona, y cuya tipicidad también es 

discutida, es una falta grave del art. 8.a LO 4/2010 (“La grave desconsideración con los 

superiores, compañeros, subordinados o ciudadanos, en el ejercicio de sus funciones o 

cuando cause descrédito notorio a la Institución Policial”). Sobre esta falta existen 

abundantes sentencias que se pronuncian sobre su alcance. La ya mencionada STSJM de 2 

de octubre de 2020 (re. 1150/2018) indica sobre el art. 8.a que el tipo de referencia lo que 

pretende reprochar son actuaciones llevadas a cabo por un funcionario del Cuerpo Nacional 
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de Policía, que supongan una grave/importante falta de la consideración debida a un 

superior en el ejercicio de sus funciones, lo que se concretó en el concreto caso enjuiciado 

en una conducta activa de la funcionaria recurrente; esa conducta activa supuso una falta de 

la consideración debida a una superior en el ejercicio de sus funciones; y, en fin, tal falta de 

consideración debida tuvo una entidad suficientemente importante o, en otros términos, 

grave. La sentencia recoge los principios de actuar con integridad y dignidad así como los 

de jerarquía y subordinación (art. 5 LO 2/1986). Los hechos enjuiciados fueron en concreto 

que la demandante desobedeció las órdenes de acudir al despacho de una superior y se negó 

a darle novedades sobre el servicio o sobre su ausencia, a cuyo fin había sido expresamente 

requerida, en el correcto ejercicio del mando por parte de la indicada superior y con ocasión 

de sus funciones. 

 Resulta igualmente interesante la STSJM de 16 de junio de 2020, re. 839/2018, que 

hace un pormenorizado análisis de la libertad de expresión aplicada en el ámbito 

sancionador de los agentes de Policía. Dice esta sentencia:  

El derecho fundamental de libertad de expresión encuentra, además de los límites 

que son generales o comunes a todos los ciudadanos, los que pueden imponerse al funcionario 

por su condición de tal, ya sea en virtud del grado de jerarquización o disciplina interna a que 

estén sometidos, que puede ser diferente en cada Cuerpo o categoría funcionarial, según 

actúen en calidad de ciudadanos o de funcionarios, ya en razón de otros factores que hayan de 

apreciarse en cada caso, con el fin de comprobar si la supuesta transgresión de los límites en 

el ejercicio de un derecho fundamental pone o no públicamente en entredicho la autoridad de 

sus superiores jerárquicos, y de si tal actuación compromete el buen funcionamiento del 

servicio (entre otras, SSTC 81/1983, de 10 de octubre, 273/1994, de 17 de octubre y 

202/1997, de 25 de noviembre).  

El propio Tribunal Constitucional ha añadido que pese a que la situación del 

funcionario en orden a la libertad de expresión es hoy en día mucho más próxima que antaño 

a la de cualquier ciudadano ( STC 81/1993, de 10 de octubre), no es menos cierto que el 

artículo 103.1 de la Constitución introduce un principio de jerarquía en el ámbito de las 

relaciones internas de la Administración ( STC 101/2003, de 2 de junio) que se traduce en la 

existencia de límites específicos al ejercicio de ese derecho constitucional. Límites que, sin 

embargo, dependerán de manera decisiva del tipo de funcionario de que se trate (SSTC 

371/1993, de 13 de diciembre y 29/2000, de 31 de enero).  

 Tras citar las SSTC 187/2015 y 187/2015 señala lo siguiente:  
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De acuerdo con los pronunciamientos del máximo intérprete y garante de nuestra 

Carta Magna, existen mayores límites -limitaciones específicas y jurídicamente más estrictas- 

al ejercicio del derecho fundamental de libertad de expresión por parte de un funcionario 

público, aunque el concreto ejercicio de ese derecho pretenda ampararse también en el de 

libertad sindical, que cuando quien lo pretende ejercitar es un ciudadano en quien no 

concurre aquella condición, límites que surgen, no sólo por el principio de jerarquía 

organizativa que rige en la Administración Pública ex artículo 103.1 CE sino también, y 

esencialmente, por el principio de sujeción especial que vincula al funcionario con la 

Administración. 

 

 En la misma línea puede citarse la STSJM de 9 de junio de 2020, re. 982/2018, que 

consideró:  

 

Las expresiones vertidas por el recurrente resultan indudablemente vejatorias, 

exceden del derecho a la crítica o a la expresión de una mera opinión, y ofensivas para 

aquéllos contra las que se dirigen (cloacas del Ministerio del Interior, maquinaria de mierda, 

un DAO o Jefe Superior que les estuvo chantajeando e intentando sobornar). Son expresiones 

claramente atentatorias a la honorabilidad de aquellas personas que, aunque no sean 

designadas por su nombre y apellidos, son claramente identificables por la referencia al cargo 

que ostentan, y totalmente innecesarias para la defensa de los derechos e intereses retributivos 

defendidos, o para expresar el argumento en apoyo de tales intereses. 

Es decir, evidentemente es legítima la crítica, pero no la utilización de expresiones 

ofensivas o vejatorias, como ha tenido lugar en el caso de autos. 

Estos hechos tienen perfecto encaje en la falta disciplinaria imputada, prevista en el 

art. 8.a) de la Ley Orgánica, pues suponen una desconsideración a tales mandos superiores de 

carácter grave y determinan también un notorio descrédito al CNP. Los hechos se realizan por 

el recurrente en el ejercicio de sus funciones, pues tiene lugar en el ámbito de una 

concentración dirigida a la reivindicación salarial contra el Ministerio del Interior convocada 

por una asociación de la Policía, siendo indiferente que el audio fuera remitido desde el 

teléfono personal, pues se dirigió a otros compañeros por su condición de tales, y con un 

contenido claramente profesional o corporativo, no privado 

 

 SEXTO.- La propuesta de resolución (folio 156 EA) concreta la comisión de esta 

falta en las siguientes expresiones: “la gestión municipal con el coronavirus y miembros de 

la Policía Local es penosa. Hay un gabinete de crisis que se ha tomado a cachondeo la 

solicitud por parte de los policías de equipos de protección individual, se reía una concejala 

y un director asignado a dedo, que desconoce la enfermedad y no está en la calle”. Debe 
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tenerse muy en cuenta que el correo se envía el día 13 de marzo de 2020, habiéndose 

iniciado la emergencia sanitaria esa misma semana, después de las manifestaciones del día 

ocho de marzo. Existía una situación de alarma y miedo generalizado, una incertidumbre 

ante una situación inédita en el mundo actual.  

 Entiende la propuesta de resolución que las expresiones son vejatorias, y exceden del 

ámbito de la crítica siendo atentatorias a la honorabilidad de las personas criticadas así como 

innecesarias. La actora, al formular alegaciones, alegó que no se empleaban insultos sino 

que se reprochaba la conducta llevada a cabo por los responsables. Considera que las 

sentencias invocadas por la Administración no son aplicables pues se refieren a hechos 

mucho más graves.  

 Analizando el contenido del mensaje, contiene una crítica a la actuación municipal lo 

hace indicando que la gestión es penosa, lo que en sí puede considerarse una crítica, dura 

pero no injuriosa ni irrespetuosa. No puede decirse lo mismo cuando se dice que el gabinete 

de crisis “se ha tomado a cachondeo” la petición de equipos de protección por parte de la 

Policía, ni del hecho de reírse una concejala ante la petición. Por “cachondeo” entiende la 

Academia de la Lengua “falta de seriedad o rigor en un asunto que lo exige”, así como 

“acción de burlarse”. En este punto entiendo que sí se comete la falta que se imputa al 

demandante. En el contexto de miedo e inseguridad que se vivió en toda España a partir del 

día nueve de marzo, imputar a los responsables públicos de un Ayuntamiento que los 

responsables públicos estaban burlándose ante la petición de los agentes de Policía de 

protección de equipos individuales supone imputarles una actitud absolutamente 

irresponsable de desatención de sus responsabilidades, lo que es más grave cuando quien 

hace la imputación es un oficial de la policía local, creando no ya una desconfianza sino una 

situación de temor fundado para los ciudadanos, que podrían entender que los responsables 

públicos no iban a velar por su salud. Ello entiendo que supone una grave desconsideración 

que causa un descrédito notorio al Cuerpo de Policía, Local en este caso, que tiene como 

misión velar por la protección de los ciudadanos. No es necesario utilizar insultos o frases 

injuriosas, siendo los términos empleados graves dado el contexto en el que se producen.  

Decir también que la petición produjo las risas de una concejala también supone en 

mi opinión una grave desconsideración pues da la imagen de una absoluta irresponsabilidad 

ante la situación que se estaba viviendo. Que no se la identifique con nombre y apellidos 

entiendo que es indiferente pues la ofensa no se dirige a ella personalmente sino en atención 

al cargo que ocupa, siendo fácilmente identificable en una población como Rivas.  
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 Las menciones al “director asignado a dedo, que desconoce la enfermedad y no está 

en la calle” entiendo que no revisten tanta gravedad.  

 Debe en consecuencia desestimarse la demanda en este punto.  

 

 SÉPTIMO.- La tercera falta cuya tipicidad se discute es la de  emplear, o autorizar 

la utilización para usos no relacionados con el servicio o con ocasión de este, o sin que 

medie causa justificada, de medios o recursos inherentes a la función policial, impuesta por 

aplicación del art. 8.s de la LO 4/2010. La STSJM de 3 de diciembre de 2020 (re. 763/2019) 

indica que lo que tipifica es la utilización de recursos públicos para fines privados o 

personales de cualquier índole. En la misma línea, STSJM de 5 de noviembre de 2020, re. 

219/2019.  

 En la propuesta de resolución, folio 161, se indica que se sirvió de un medio 

municipal para informar con afirmaciones ofensivas la acción del gobierno municipal. La 

infracción imputada protege el buen uso de los medios y recursos inherentes a la función, 

siendo utilizado el correo para usos no relacionados con el servicio. La resolución 

sancionadora recoge estos argumentos, folio 235. 

 A la vista del contenido del mensaje, entiendo que no se dan los requisitos del tipo 

impuesto tal y como se ha interpretado por la Jurisprudencia. Nótese que lo que se sanciona 

es el uso de medios o recursos públicos para otros fines ajenos al servicio. En el correo el 

demandante hace una crítica a la gestión municipal, pero también hace un llamamiento a los 

agentes para que “no abandonen el barco” y para que los trabajadores no esenciales se 

queden en casa. Entiendo que en modo alguno se están usando medios públicos para fines 

privados, como se declaró en las sentencias que he mencionado del TSJM, uso del uniforme 

o de un teléfono móvil oficial para finalidades que nada tenían que ver con el servicio.  

En la declaración que prestó el demandante (folio 16 EA) se indica que el instructor 

le enseñó las normas de uso del correo electrónico. Estas normas, s.e.u.o. por mi parte, no 

constan en el EA ni en el procedimiento. Pero aunque el demandante hubiera incumplido las 

mismas, no por ello su conducta sería forzosamente sancionable por aplicación del art. 8 LO 

4/2010, pues es evidente que la tipicidad ha de predicarse respecto de la LO y no de las 

normas municipales, que insisto no consta que hayan sido aportadas.  

Debe en consecuencia estimarse el motivo de la demanda.  
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OCTAVO.- La cuarta falta impuesta lo es por art. 8.i (“La emisión de informes 

sobre asuntos de servicio que, sin faltar abiertamente a la verdad, la desnaturalicen, 

valiéndose de términos ambiguos, confusos o tendenciosos, o la alteren mediante 

inexactitudes, cuando se cause perjuicio a la Administración o a los ciudadanos, siempre 

que el hecho no constituya delito o falta muy grave”). No es necesario en este caso llevar a 

cabo complejas argumentaciones para estimar la demanda. No estamos ante un informe 

emitido por un agente de Policía sino ante un correo electrónico enviado a los funcionarios 

del Ayuntamiento. No es posible equiparar “informe “a “correo electrónico” si no es 

forzando el primer concepto de forma incompatible con el principio de tipicidad. Es también 

cierto que, como apunta el demandante, hay una contradicción al sancionar por esta falta y 

la anterior que he examinado pues en este caso serían incompatibles.  

 

NOVENO.- Vista la tipicidad de la conducta del demandante, se impugna también la 

sanción impuesta  por considerarla desproporcionada. Obvio resulta que sólo habrá de 

analizarse esta cuestión respecto a la falta que he considerado aplicable al presente caso. 

Dado que se trata de una falta grave, el art. aplicable es el art. 10.2 LO 4/2010 que prevé una 

sanción de suspensión de funciones desde cinco días a tres meses. El art. 12 prevé los 

requisitos de su aplicación: “Para la graduación de la sanción que se vaya a imponer, y 

actuando bajo el principio de proporcionalidad, se tendrán en cuenta los siguientes 

criterios: 

a) La intencionalidad. 

b) La reincidencia. Existe reincidencia cuando el funcionario, al cometer la falta, ya 

hubiera sido anteriormente sancionado en resolución firme por otra falta de mayor 

gravedad o por dos de gravedad igual o inferior y que no hayan sido canceladas. 

A los efectos de la reincidencia, no se computarán los antecedentes disciplinarios 

cancelados o que debieran serlo. 

c) El historial profesional, que, a estos efectos, sólo podrá valorarse como 

circunstancia atenuante. 

d) La incidencia sobre la seguridad ciudadana. 

e) La perturbación en el normal funcionamiento de la Administración o de los 

servicios que le estén encomendados. 

f) El grado de afectación a los principios de disciplina, jerarquía y subordinación. 
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g) En el caso del artículo 7.b) y 8.y) se valorará específicamente la cuantía o entidad 

de la pena impuesta en virtud de sentencia firme, así como la relación de la conducta 

delictiva con las funciones policiales”. 

La sanción impuesta es de suspensión de 45 días, lo que supone la extensión media 

de la sanción. La propuesta de resolución contiene una específica motivación de la sanción a 

imponer (folio 164 EA), y es la siguiente: “se ha aplicado en las cuatro sanciones en su 

grado medio, teniendo en cuenta que el grado de afectación a los principios de disciplina, 

jerarquía y subordinación en la conducta del inculpado revelan un desentendimiento de sus 

deberes como funcionario público, y con mayor pureza en un policía local, a su vez mando y 

miembro de un sindicato, el inculpado ha perturbado el normal funcionamiento de la 

Administración, con consideraciones ofensivas ante superiores y mandos, desacreditando 

sus actuaciones en unos momentos tan críticos como la pandemia”.   

Analizando los criterios del art. 12, entiendo que la intencionalidad del demandante 

era ante todo denunciar lo que entendió era una deficiente gestión de la pandemia en sus 

inicios. Considero que se equivocó en las formas, pero su finalidad primaria no era la de 

injuriar sin perjuicio de haber provocado una grave desconsideración, como he expuesto 

anteriormente. No consta reincidencia, no constan elementos desfavorables en su historial  

profesional. La seguridad ciudadana como tal no quedó afectada. Sí que lo fue el normal 

funcionamiento de la Administración al crear o poder crear una desconfianza respecto a la 

gestión de la pandemia entonces recién iniciada, pues ponía en tela de juicio las decisiones 

que pudieran tomarse por las autoridades municipales. Sí quedó afectado, como he expuesto, 

los principios de disciplina, jerarquía y subordinación, pues el contenido de las expresiones 

objeto de sanción son incompatibles con la necesaria jerarquía que rige cualquier cuerpo de 

policía.  

Existen por lo tanto circunstancias agravantes pero también atenuantes que no fueron 

tomadas en cuenta por la resolución sancionadora. Es por ello por lo que entiendo que debe 

rebajarse la sanción a diez días de suspensión de funciones, sanción que estaría en el grado 

mínimo pero que no constituye la mínima sanción a imponer.  

 

DÉCIMO.- En materia de costas rige el art. 139 LJCA, que  establece el criterio de 

vencimiento como norma general, salvo el caso de concurrencia  de serias dudas de hecho o 

de derecho, circunstancia ésta que ha de ser expresamente motivada por el Juzgador.    

En el presente caso, dada la estimación parcial de la demanda no se imponen costas.  
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En atención a lo expuesto, vistos los artículos citados y demás de general aplicación 

 

 

FALLO 

 

 Que estimando parcialmente la demanda interpuesta contra la Resolución del 

Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Rivas Vaciamadrid, de fecha 30 de Noviembre de 

2020, he de anular y anulo la misma, imponiéndose en su lugar a Arturo Ojer Pizano una 

sanción de diez días de suspensión de funciones por la comisión de una falta grave prevista 

en el art. 8.a de la LO 4/2010.  

 No se hace expreso pronunciamiento en costas.  

 Contra esta sentencia cabe interponer recurso de apelación en el plazo de quince días 

a contar desde su notificación.  

 Así por esta mi sentencia lo pronuncio, mando y firmo.  

 

 

 

  

PUBLICACIÓN.- Firmada y publicada la anterior sentencia por el Ilmo. Sr. 

Magistrado-Juez, es entregada en el día de la fecha a esta Secretaría para su notificación, 

expídase testimonio literal de la misma para su unión al procedimiento y copias para su 

notificación y únase el original al libro de sentencias. En Madrid a 16 de Septiembre de 

2021. Doy fe.  
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